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Eje 11: Estado y políticas públicas 

“El Derecho de Acceso a la Información Pública en la República Bolivariana de 
Venezuela (1999-2012): Sobre llovido mojado” 

 

Resumen  

Desde la asunción de Hugo Chávez, en 1999, se promueve desde el Estado una “Revolución 
Bolivariana” donde uno de sus pilares fundamentales es el modelo político de la democracia 
protagónica y participativa: la ciudadanía es protagonista directa y legitimante del poder 
político a partir del principio de participación. Entendemos que el Derecho de Acceso a la 
Información Pública es una herramienta de ejercicio de ciudadanía, por lo que el objetivo 
general del trabajo es analizar y describir su estado de situación en el marco de la República 
Bolivariana de Venezuela, durante 1999-2012. 

Nuestro objeto de estudio fue abordado desde un enfoque cualitativo y aplicamos una 
metodología de triangulación teórica, que nos permitió indagar los fenómenos desde una 
perspectiva integradora, a partir del trabajo con perspectivas teóricas alternativas sobre el 
mismo fenómeno. 
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“El Derecho de Acceso a la Información Pública en la República Bolivariana de 

Venezuela (1999-2012): Sobre llovido mojado” 

Desde la asunción de Hugo Rafael Chávez Frías en 1999 se promueve desde el Estado 

una “Revolución Bolivariana” donde uno de sus pilares fundamentales es el modelo político 

de la democracia protagónica y participativa. Este esquema está centrado en otorgarle poder 

directo al pueblo, convertirlo en su instrumento para potenciar así la participación popular y 

de la ciudadanía “no solamente a través de la consulta alegórica que acepta la intermediación 

y la representatividad política, sino que involucra a las comunidades organizadas en el 

diagnóstico, el diseño, la planificación, la gestión, la toma de decisiones y la contraloría social 

en todo el hilo de la gerencia pública” (El Troudi, 2004:28).  

 

Foto 01  

DEMOCRACIA REPRESENTATIVA (EFS, 2005)1 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 Las imágenes pertenecen al material publicado por el Eje de Formación Sociopolítica de la Misión “Vuelvan 
Caras”, Ministerio  para la Economía Popular del gobierno de Hugo Chávez. Fueron seleccionadas porque 
representan la tensión de nuestro objeto de estudio, desarrollado en esta investigación. 



Foto 02  

DEMOCRACIA PARTICIPATIVA Y PROTAGÓNICA (EFS, 2005) 

 

 

 

El empoderamiento de la ciudadanía como protagonista directa y legitimante del poder 

político se constituye a partir del principio de participación, que norma las relaciones entre el 

Estado y la sociedad. 

Teniendo en cuenta este escenario, partimos de la concepción del Derecho de Acceso a 

la Información Pública (DAIP) como una herramienta de la participación social y ciudadana 

en todo sistema democrático. Cuando hablamos de DAIP, siguiendo a Santiago Díaz 

Cafferata (2009:153), lo entendemos como: 

“La facultad que tiene todo ciudadano, como consecuencia del sistema 
republicano de gobierno, de acceder a todo tipo de informaciones en poder tanto 
de entidades públicas como de personas privadas que ejerzan funciones públicas o 
reciban fondos del Estado, con la consecuente obligación estatal de instrumentar 
un sistema administrativo que facilite a cualquiera la identificación y el acceso a 
la información solicitada”. 

Dentro del marco jurídico venezolano no se encuentra una Ley que ampare este derecho 

específicamente, sin embargo, la Constitución Nacional prevé el Derecho de Petición de 

información. Entendemos que sólo llega a cubrir ciertos aspectos del ejercicio del DAIP, dado 

que no es lo mismo tener el derecho a preguntar que el derecho a recibir la respuesta a esa 

pregunta.  



En  este contexto, considerando que es el Estado el que tiene la potestad de sancionar 

una ley, creemos que se presenta una gran contradicción: por un lado, la participación de toda 

la sociedad es el eje del nuevo Estado y, por el otro, desde el mismo aparato estatal se limita 

el ejercicio de un derecho que es fuente vital de esa participación. 

En función de lo precedente, el objetivo de esta investigación fue indagar sobre el 

estado de situación del Derecho de Acceso a la Información Pública (DAIP) entre 1999 y 

2012 en la República Bolivariana de Venezuela (RBV). 

Es importante tener en cuenta que a lo largo del período la figura y el rol del Estado de 

la RBV adquirió un protagonismo relevante en todas las esferas de la actividad política, 

económica y social del país. Desde antes y después de la asunción de Hugo Chávez, el 

Movimiento Bolivariano Revolucionario –200 y posteriormente el Movimiento Quinta 

República (las organizaciones políticas fundadas por Chávez)  mencionaban la necesidad de 

reestructurar no sólo el Estado sino todo el sistema político, sus fundamentos filosóficos, sus 

componentes y las relaciones que los regulan y ‘someten a al pueblo’, por una nueva 

organización del Estado “plural, democrático, solidario, bolivariano” (El Troudi, 2004).  

De esta forma a partir de 1999, con la sanción de la nueva Constitución Nacional, se 

empezó configurar una nueva estructura y modelo de Estado cuya arquitectura institucional 

favorece formalmente la participación activa de la ciudanía. Este período es denominado 

como la  “Quinta República”, que se inicia con el nuevo marco jurídico aprobado en 

referendo por el voto popular, donde entre otras cuestiones, se amplía a cinco los poderes del 

Estado e instaura una nueva relación de éste con la sociedad, a través del régimen de la 

democracia participativa y protagónica.  

Teniendo en cuenta lo previo, la hipótesis de la investigación fue que el Estado de la 

República Bolivariana de Venezuela desarrolló políticas que restringen el Derecho de Acceso 

a la Información Pública, tensionando la política pública de participación ciudadana que 

presupone la Revolución Bolivariana. 

Génesis 

El comienzo de esta investigación estuvo marcado por la tensión que se convirtió en el 

problema de investigación: por un lado, la promoción de la participación protagónica y 

participativa como uno de los ejes centrales del proyecto bolivariano y, por el otro, la 

inexistencia de una Ley de Derecho de Acceso a la Información Pública, indispensable para el 

ejercicio de esa participación.  



En primer lugar, fue necesario enmarcar diacrónicamente el surgimiento de la Quinta 

República. En relación con la historia venezolana, consideramos que para comprender el 

significado y la relevancia de una figura como la de Hugo Rafael Chávez Frías (y su 

gobierno) hay que tener en cuenta la consolidación tardía del sistema democrático y los casi 

cuarenta años del Pacto de Punto Fijo, ese modelo político de conciliación semi-corporativo 

que privilegió los intereses hegemónicos de las minorías de elite sobre los de las mayorías. En 

este esquema –dinamizado por la fluctuación de una economía rentística petrolera- se 

visibilizaba un modelo restrictivo de participación ciudadana -característico del surgimiento 

de las naciones latinoamericanas- por el cual las clases populares postergadas tenían un nivel 

muy bajo de intervención en los espacios de decisión política. Es decir, creemos que una de 

las explicaciones del ascenso de este “zambo”, se relaciona fuertemente con el agotamiento de 

la legitimidad de un sistema político bipartidista y centralizado, el empeoramiento económico 

de los sectores populares y la creciente conflictividad social. 

La personalidad carismática de una figura como la de Hugo Chávez, con una gran 

penetración e interpelación a las masas,  llevó adelante un discurso de reivindicación de las 

clases subalternizadas que las volvía visibles, protagonistas y ejecutoras de la democracia. 

Este movimiento implicó una ruptura histórica con los modelos precedentes, proponiendo un 

proyecto político transformador que conlleva la participación del colectivo social: la 

Revolución Bolivariana. No podemos desconocer que a nivel sociopolítico, esto significa una 

polarización acentuada alrededor del cambio impulsado por Chávez. 

La transformación de las condiciones, dinámicas y prácticas requirió de una base legal 

y programática, que fue la Constitución Nacional promulgada en 1999, cuya aprobación fue 

sometida a un referéndum consultivo, por primera vez en la historia política de Venezuela. La 

refundación del Estado sumó, a los tres clásicos poderes, el Poder Electoral y el Poder 

Ciudadano, poniendo como sujeto de la práctica política a toda la ciudadanía y dotando de 

derechos políticos, sociales y culturales a sectores hasta ese momento excluidos. 

La consolidación de la base política y social del proyecto bolivariano se vio 

acompañado (y reforzado) por la ejecución de las Misiones Bolivarianas, esos programas 

sociales que se implementaron para responder a las demandas urgentes históricamente 

insatisfechas de grandes sectores de la población. Los resultados positivos se vieron reflejados 

en la recuperación de los diversos indicadores socioeconómicos (IDH, tasa de matriculación 

escolar, pobreza) que manifestaron la mejora en las condiciones y la calidad de vida de los 



sectores más pobres de la sociedad. La clases populares se vieron interpeladas mediante un 

discurso que las invitaba a ser parte protagónica del proyecto de cambio e inclusión social. 

 

Cuadro 01 - Misiones Bolivarianas 

 
MISIÓN 

 

 
OBJETIVOS Y CARACTERÍSTICAS 

GENERALES 
 

Misión Robinson I  
“Yo sí puedo” 

 

 
Alfabetizar jóvenes y adultos del país. 

 
Misión Robinson II “Yo 

sí puedo seguir 
estudiando” 

 

 
La aprobación del sexto grado (educación básica -
primaria) por parte de todos los participantes. 

 
Misión Ribas 

 

 
Concluir estudios de bachillerato. 

 
Misión Sucre 

 
Masificar la universidad. Incorporar a hombres y 
mujeres al  sistema nacional de educación superior. 
 

 
Misión Barrio Adentro 

 

 
Atención médica primaria y familiar a sectores 
populares de todo el país con la participación de 
médicos cubanos. 
 

 
Barrio Adentro 

Deportivo 
 

 
Elevar los niveles de salud y calidad de vida de la 
población, así como promover la práctica de 
ejercicios físicos, el empleo del tiempo libre, la 
capacitación de promotores deportivos y la 
recreación sana de niños, jóvenes y adultos. 
 

 
Misión Milagro 

 
Brindarle salud visual a toda la población. 
 

 
Misión Zamora 

 

 
Reorganizar la tenencia y uso de las tierras ociosas, 
con vocación agrícola, para erradicar el latifundio. 
 

 
Misión Alimentación / 

Mercal 
 

 
Comercialización de alimentos y bienes de primera 
necesidad para garantizar el suministro a los sectores 
de menores ingresos. 



 
Misión Árbol 

 

 
Despertar en los habitantes el interés por los bosques, 
favorecer el equilibrio ecológico y la recuperación de 
espacios degradados. 
 

 
Misión Ciencia 

 

 
Que el conocimiento científico esté en la calle, en 
manos de todos los ciudadanos y ciudadanas. 
 

 
Misión Cultura 

 

 
Potenciar, divulgar, garantizar  el acceso masivo a las 
creaciones artísticas. 
 

 
Misión Guaicaipuro 

 

 
Restituir los derechos y el nivel de vida de las 
comunidades indígenas. 

 
Misión Identidad 

 

 
Reducir el número de venezolanos y extranjeros que 
se encuentran sin documentación. 
 

 
Misión Madres del 

Barrio 
 

 
Apoyar a las mujeres en pobreza extrema y a sus 
familias para que puedan incorporarse a actividades 
productivas, así como fomentar su organización para 
que participen  activamente en el desarrollo del país. 
 

 
Misión Miranda 

 

 
Su labor se centra, fundamentalmente, en la 
organización, captación y reentrenamiento de la 
reserva de la Fuerza Armada, mediante la defensa 
militar, la cooperación en el orden interno y la 
participación activa en el desarrollo de la nación. 
 

 
Misión Negra Hipólita 

 

 
Búsqueda de soluciones al problema de las personas 
en situación de calle, abandono y extrema pobreza. 
 

 
Misión Revolución 

Energética 
 

 
Distribución más justa del potencial energético. 
Alcanzar la eficiencia energética a través del 
racionamiento del consumo de energía y el 
aprovechamiento de fuentes alternativas, como la 
eólica (viento) y la solar a través de una visión 
ambientalista 
 

 
Misión Vuelvan Caras 

 

 
Participación protagónica del pueblo a través de la 
producción de bienes y servicios. Nuevo modelo de 
desarrollo endógeno  sustentable: creación de 



empresas de carácter social como cooperativas y 
asociaciones de productores. 
 

 
Misión Sonrisa 

 

 
Asistencia odontológica rápida, periódica o 
permanente 
 

 

La participación promovida: el efecto legitimante del pueblo 

Como venimos mencionando, el ideal de la Revolución Bolivariana tiene como 

requisito primario el ejercicio de una nueva institucionalidad basada en la toma del poder 

público por parte de los ciudadanos. 

Es decir, se plantea un derecho, pero que es también deber, de los ciudadanos de ser 

parte de las instancias que en tanto estructuras, les pertenecen. Entonces, el vínculo de 

representación se supera por uno más profundo, por una capacidad individual y colectiva de 

intervenir, decidir y actuar en los espacios político, social, cultural y económico del devenir 

comunitario: “la formación, ejecución y control de la gestión pública es el medio necesario 

para lograr el protagonismo que garantice su completo desarrollo, tanto individual como 

colectivo” (artículo  62, Constitución Nacional). 

El artículo 70 de la CN define de forma concreta  de qué manera la ciudadanía puede 

ser participativa y protagónica, “en ejercicio de su soberanía”. Los medios se dividen en: 

•Políticos: la elección de cargos públicos, el referendo, la consulta popular, la 

revocación del mandato, las iniciativas legislativa, constitucional y constituyente, el cabildo 

abierto y la asamblea de ciudadanos y ciudadanas cuyas decisiones serán de carácter 

vinculante, entre otros. 

•Sociales y Económicos: las instancias de atención ciudadana, la autogestión, la 

cogestión, las cooperativas en todas sus formas incluyendo las de carácter financiero, las cajas 

de ahorro, la empresa comunitaria y demás formas asociativas guiadas por los valores de la 

mutua cooperación y la solidaridad.  

Así, por ejemplo, los consejos comunales promueven la participación activa y 

protagónica de los ciudadanos, ya que busca involucrarlos en la toma de decisiones 

vinculadas con su comunidad.  

 Son los mismos ciudadanos los que ejercen el poder por medio de la 

construcción de una nueva institucionalidad, que requiere la apropiación de las instancias que 



antes eran delegadas en representantes. De esa forma, el gobierno es ejercido por todos y se 

legitima por medio de los niveles vinculantes de participación protagónica. Es por ello que los 

argumentos oficiales se basan en la legitimación del pueblo: si éste no estuviera de acuerdo, 

tiene los mecanismos para destituir el gobierno de turno. 

 

El Derecho de Acceso a la Información Pública: la paradoja de su restricción 

Desde el ordenamiento jurídico vigente el derecho de petición se encuentra avalado en 

Venezuela: 

Cuadro 02- Derecho de Petición 

 
Constitución 

Nacional 

 

Derecho de petición 

 

 

Artículo  51 

 

“Toda persona tiene el derecho de representar o dirigir peticiones 
ante cualquier autoridad, funcionario público o funcionaria pública 
sobre los asuntos que sean de la competencia de éstos o éstas, y de 
obtener oportuna y adecuada respuesta. Quienes violen este derecho 
serán sancionados o sancionadas conforme a la ley, pudiendo ser 
destituidos o destituidas del cargo respectivo”. 

 

Es decir, lo que se ampara legalmente es la posibilidad de solicitar información que 

esté en los registros públicos. Dicho de esta manera, pareciera que entre la figura de petición y 

una Ley de acceso sólo existe una sutileza administrativa. Por el contrario, implica riesgos en 

el ejercicio del derecho: no es lo mismo que se preste a interpretación los alcances de una 

figura normativa, que la decisión de acceso tenga una Ley que lo respalde. 

 En esta línea, por ejemplo, la Constitución plantea una Administración Pública 

que está “al servicio de la ciudadanía” y dos de sus principios son la transparencia y la 

rendición de cuentas (artículo 141), pero se presenta una contradicción cuando la Ley 

Orgánica del Poder Ciudadano define al archivo como “por naturaleza, reservado para el 

servicio oficial, salvo para quienes demuestren un interés legítimo, personal y directo” 

(artículo 58). Insistimos con marcar como complejo demostrar un interés, porque siempre 

deviene en la interpretación de un tercero (el funcionario que recibe el pedido, sus superiores 



o incluso un juez): ¿qué es lo que convierte a un pedido en legítimo, personal y directo? ¿De 

qué manera se cumplen los principios mencionados? Ese mismo argumento es utilizado en el 

Estatuto de la Función Pública, cuando se define que los funcionarios públicos deben “prestar 

la información necesaria a los particulares en los asuntos y expedientes en que éstos tengan 

algún interés legítimo” (artículo 33). 

 Por otro lado, vemos la definición de prácticas institucionales que legalizan la 

reserva a partir de la definición de tipos de información pública, dentro de las cuales tres de 

las cuatro categorías son de acceso restringido (artículo 13, Providencia Administrativa de 

Clasificación y Tratamiento de la Información en la Administración Pública). En esta línea se 

encuentran las definiciones de “excepciones establecidas en la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela y en la Ley que regule la materia de clasificación de documentos de 

contenido confidencial o secreto” (artículo 158, Constitución Nacional). Pareciera que la 

discreción es un criterio general para la dinámica oficial, así también lo demuestra la creación 

de un organismo que recopila, procesa y analiza información pública (Decreto-Ley CESNA) y 

la potestad del presidente de este organismo de determinar el carácter reservado, clasificado o 

de divulgación limitada (artículo 9 del Decreto).  

De la misma manera, el artículo 31 de la Ley Orgánica del Poder Ciudadano postula 

que es el Consejo Moral Republicano el que puede acceder a la información pública, “aun los 

clasificados con el carácter de secretos o confidenciales”. Suena contradictorio que en una 

sociedad que postula un ejercicio pleno de la ciudadanía, un protagonismo real, quien tiene un 

acceso irrestricto sea un grupo reducido de personas (el Consejo Moral Republicano), incluso 

sin tener que demostrar un interés legítimo. Esta incongruencia se refuerza a partir del artículo  

60 de esa misma Ley, por el cual se define que “no se podrá ordenar la exhibición o 

inspección general del archivo del Consejo Moral Republicano” y sólo la consideración del 

Presidente del Consejo Moral Republicano puede habilitar judicialmente una copia o 

exhibición.  

Creemos que el Derecho de Acceso a la información Pública se inscribe, en este 

contexto, como una herramienta de participación social. La puesta en práctica del 

protagonismo pretendido en el ideal venezolano supone estar informado de los asuntos 

públicos para involucrarse en ellos. Para eso, es necesario que exista la libre circulación de los 

datos que son sensibles a la vida cívica de las comunidades. Si bien podemos destacar un 

andamiaje normativo alrededor de la figura constitucional del Derecho de Petición, resulta por 



lo menos preocupante que no exista (ni estén las condiciones dadas para que así sea) una Ley 

que garantice el Derecho de Acceso a la Información Pública.  

El subtítulo “sobre llovido, mojado” tiene su origen en que ésta fue la respuesta 

brindada por los funcionarios del gobierno para explicar los motivos por los cuales no se hace 

necesaria una Ley de Acceso a la Información Pública (LAIP), y consideramos que no hace 

más que evadir las responsabilidades: según la visión oficial, la Constitución de 1999 y la Ley 

Orgánica de la Administración Pública ya regulan sobre la materia, por lo que una Ley de este 

tipo carecería de sentido. Creemos que un argumento de este tipo, llevado a un extremo, 

volvería innecesarias muchas de otras leyes específicas sancionadas hasta el momento. 

Otros de los argumentos oficiales que justifican la omisión de esta Ley se basa en la 

socialización de la información que encarnaba el Presidente de la República, a través de 

espacios mediáticos de (des)comunicación, como el programa “Aló Presidente”, las cadenas 

nacionales y su cuenta de Twitter (@chavezcandanga). Las cuestiones de Estado (por 

ejemplo, la entrega de subsidios) tenían el mismo valor comunicativo que las cuestiones 

cotidianas (como anécdotas de viajes o temas familiares). Creemos que se genera, bajo los 

entretelones populistas, una puesta en escena de cercanía del líder con su pueblo, bajo la 

simpatía y el carisma, en un discurso que personaliza la política con los sujetos negados de la 

historia del país. 

Postulamos que se trata de una (des)comunicación porque la saturación de datos que 

claramente tienen diferente jerarquía para el ejercicio de la ciudadanía, velan una operación 

de ocultamiento de información que se complementa con las sanciones de restricciones 

legales para un pleno ejercicio del DAIP. 

Consideraciones de contexto 

Es de suma importancia reconocer que fue determinante el contexto sociopolítico en el 

cual se desarrollaron las tres presidencias de Hugo Chávez: las ofensivas y contraofensivas 

entre el gobierno y la oposición generaron momentos de inestabilidad política, como el Golpe 

de estado de 2002 y el Paro petrolero. En este marco, desde el gobierno se desarrolló como 

contraofensiva la conformación del Estado Comunicador, lo que consideramos que fue un 

punto de inflexión del gobierno bolivariano frente a lo  que denominaron como 

“psicoterrorismo mediático” de la oposición.  

El Estado-comunicador estuvo dirigido y planificado para enfrentar al “enemigo” en la 

“guerra informativa” y para visibilizar el proyecto político del chavismo. La confrontación del 



oficialismo y la oposición se expresó tomando las calles en diversas movilizaciones y 

manifestaciones. De la misma forma, como expresa Bisbal (2012) la polarización política de 

ese entonces encontró en la “massmediatización” de la vida colectiva del país el escenario 

privilegiado para la confrontación. El Estado-comunicador fue diseñando mediante dos 

frentes: uno de carácter estructural, con la creación de nuevos medios y aparatos del gobierno; 

y otro de carácter jurídico/político, con el diseño de resoluciones, decretos, normas y leyes. 

El desarrollo de una estrategia comunicacional con estos dos frentes generó un terreno 

hostil hacia la apertura de datos oficiales y la efectiva rendición de cuentas. En este punto es 

necesario retomar nuestra hipótesis de investigación, que el Estado de la República 

Bolivariana de Venezuela desarrolló políticas que restringen el Derecho de Acceso a la 

Información Pública, tensionando la política pública de promoción de participación ciudadana 

que presupone la Revolución Bolivariana.  

En relación con los pedidos de información pública, tomamos la sistematización del 

documento de la ONG ProAcceso, sobre el bienio 2010-2012 

Cuadro 03 – Solicitudes de Información presentadas – 2010/2012 

 

Al analizar los datos presentados, la situación es crítica: del total de los pedidos de 

información sólo el 3% obtuvo una respuesta, y de las respuestas otorgadas, el 64% fue 



negativa. Podemos observar que en relación con la circulación de información, bajo la figura 

de petición amparada por la CN, no es respondido por prácticas institucionales que 

fortalezcan el principio de publicidad.  

Es decir que junto con la actitud estatal, frente a los datos públicos, caracterizada por 

la reserva coexiste la sanción de leyes que priorizan la confidencialidad o que dejan la 

publicación de datos sujeta a la interpretación de un interés legítimo, junto con negativas a 

pedidos de información,  componen un escenario de restricción del acceso. Por otra parte, 

existe una cuestión insoslayable de la promoción de la participación cívica: la garantía del 

acceso a datos oficiales no puede estar depositada en el derecho a peticionar. Es necesaria la 

existencia de circuitos de información pública y la circulación de estos datos que superen la 

unilateralidad de los canales oficiales (es decir, que la voluntad de saber pueda ser satisfecha). 

Sostenemos, por lo tanto, que el carácter participativo de la Venezuela Bolivariana se vuelve 

apócrifo sin el derecho a acceder a la información. 

En este sentido, estamos en condiciones de afirmar que desde el Estado venezolano se 

desarrollaron políticas restrictivas para el Derecho de Acceso a la Información Pública, 

tensionando la política pública de participación ciudadana que presupone la Revolución 

Bolivariana. 

Por otra parte, al pensarlo dentro de un contexto latinoamericano, creemos que la 

promoción de espacios de participación permite el ejercicio de una democracia sana, sobre 

todo cuando hace menos de medio siglo atrás el voto era restringido y el ejercicio de 

gobiernos no interrumpidos por golpes de estado militares dejó de suceder, en términos 

globales, hace menos de 40 años.  Consideramos que el pleno ejercicio del DAIP implica un 

fuerte cambio cultural, pero también pensamos que en sus inicios no puede estar ausente de 

un pleno ejercicio de este derecho. 

Más allá de las distancias entre las cuestiones ideales y  las formas que tomen en la 

práctica, entendemos que para poder garantizar el nuevo modelo en Venezuela fue central el 

proceso constituyente de una nueva Carta Magna que funcione como base programática y la 

creación de instancias participativas, pero también creemos que un proyecto que desafía 

drásticamente al modelo pre existente, necesita de una conducta coherente con sus principios, 

por parte de la Administración Pública, y la reconfirmación de esos espacios, para generar 

confianza en las nuevas estructuras y que la transformación sea real y no sólo un supuesto. 



Por otra parte, consideramos que existe un gran contrasentido: por un lado, se 

encuentra una propuesta de participación protagónica de la ciudadanía como respuesta a una 

demanda de redistribución social y económica. Por otro lado, el modelo es 

predominantemente personalista, ya que parecería que la conducción del país sólo podría ser 

pensada bajo la figura de Chávez, un líder carismático que se funda en lazos afectivos con  

sus compatriotas, pero que en esta dinámica correrían el riesgo de convertirse en actores de 

reparto.  

Esto vuelve más complejo un desafío instalado: cómo generar cambio cultural, frente a 

la polarización de una sociedad que se debate entre mantenerse aferrado a viejas estructuras y 

un nuevo proyecto que implica un giro de 180° en la organización. Por otra parte, se trata 

también de renovar la confianza en las propuestas de inclusión, frente a prácticas estatales que 

fuerzan las formas, como la definición de elección indefinida del presidente. Nos 

preguntamos de qué manera se supera ese desequilibrio entre un discurso de apertura con 

dinámicas cerradas. 

No podemos desconocer, por otro lado, que todos estos cambios se realizan sobre 

estructuras y organismos que están viciados de burocratización y de corrupción, por lo que la 

puesta en práctica de esta institucionalidad no puede desconocer el conflictivo punto de 

encuentro entre ambos conjuntos. 

En este sentido, queda como pregunta abierta cómo pueden llevarse adelante cambios 

tan radicales, que articulen la multiplicidad de demandas y expectativas, en sociedades que 

manifiestan un punto de quiebre frente a sus gobiernos. De todas formas, no podemos negar 

que Venezuela es el país que se atrevió al cambio.  

Al respecto, la ausencia de Hugo Chávez plantea muchos interrogantes sobre el futuro 

del modelo. Con la tiranía del escaso tiempo para hacer análisis más profundos, creemos que 

el giro está dado. Quedan muchas cuestiones por perfeccionar, entre las cuales es 

imprescindible, para que la participación sea real, un acceso a los datos públicos, garantizado 

por medio de una Ley específica, que responda también a la rendición de cuentas y 

transparencia necesarias para el ejercicio de una democracia plena. 
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